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   DECENIO DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD EN EL PERÚ  -  AÑO DE LA INVERSIÓN PARA EL DESARROLLO RURAL Y LA SEGURIDAD ALIMENTARIA

Resolución de Superintendencia Adjunta SMV 

Nº 011-2013-SMV/10
	Lima, 12 de junio de 2013



Sumilla:
Se sanciona a Scotiabank Perú S.A.A. con una multa de 15 UIT ascendente a S/. 54 000,00 (Cincuenta y Cuatro Mil y 00/100 Nuevos Soles) por haber incurrido en una infracción muy grave tipificada en el inciso 1.3, numeral 1 del Anexo I del Reglamento de Sanciones al transgredir el deber de reserva de identidad.

	Administrado
	:
	Scotiabank Perú S.A.A.

	Asunto
	:
	Procedimiento administrativo sancionador 

	Expediente N°
	:
	2013008002


El Superintendente Adjunto de Supervisión Prudencial

VISTOS:

El expediente administrativo N° 2013008002, el Informe N° 451-2013-SMV/10.3, emitido por la Intendencia General de Cumplimiento Prudencial, así como los descargos presentados por Scotiabank Perú S.A.A.; y,

CONSIDERANDO: 

1. Conforme al artículo 1° de la Ley N° 29782, Ley de Fortalecimiento de la Supervisión del Mercado de Valores, se sustituye la denominación de Comisión Nacional Supervisora de Empresas y Valores (CONASEV) por la de Superintendencia del Mercado de Valores (SMV), por lo que toda referencia en las normas legales a CONASEV, se entenderá a la SMV;
I. Hechos

2. El 05 de febrero de 2013, mediante Oficio N° 4978-2013-SBS, la Superintendencia de Banca, Seguros y AFP, puso a disposición de  la SMV la denuncia interpuesta por el señor Jaysuño Abramovich Schtwartzberg, partícipe del Fondo Mutuo denominado Scotia Fondo Premium $ FMIV (antes denominado Wiese Renta Premium) (en adelante, Partícipe) administrado por Scotia Fondos Sociedad Administradora de Fondos S.A. (en adelante, Scotia Fondos), contra Scotiabank Perú S.A.A. (en adelante, Scotiabank), ya que podría haberse vulnerado el deber de reserva de identidad del Partícipe por lo que remite la información para la evaluación correspondiente por parte de la SMV; 

3. De la denuncia presentada por el Partícipe se desprende que en el marco del proceso de divorcio por causal seguido por el mismo contra la señora María Elisa Dasso Deza (en adelante, señora Dasso), el Sexto Juzgado Especializado de Familia de Lima (en adelante, Juzgado), mediante oficio del 19 de agosto de 2009, solicitó a Scotiabank que cumpla con informar “(…) sobre el Fondo Mutuo de Inversión Wiese Renta Premium que tenía aperturado mancomunadamente el demandante don Jaysuño Abramovich Schwartzberg con la demandada doña María Elisa Dasso Deza (…)”[sic];
4. Mediante escrito del 20 de noviembre de 2009, Scotiabank, en respuesta a la referida solicitud, informó al Juzgado que el señor Jaysuño Abramovich es partícipe del fondo mutuo denominado “Scotia Fondo Premium $ FMIV” y que al 19 de noviembre de 2009 contaba con un saldo específico en Dólares de los Estados Unidos de América. Asimismo, adjuntó al escrito el Estado de Cuenta Corriente del Partícipe que contiene los movimientos y saldos en el mencionado fondo;

5. Luego de remitida la información mencionada en el considerando anterior, mediante escrito del 11 de diciembre de 2009, el Juzgado volvió a requerir a Scotiabank que informe respecto del Fondo Mutuo de Inversión Wiese Renta Premium en la cual se había abierto la cuenta mancomunada referida ya que se buscaba acreditar cuál de los dos titulares de la cuenta fue quién realizó los retiros que se registraban en los Estados de Cuenta respectivos, autorizó pagos a terceros mediante transferencias bancarias o mediante la emisión de cheques, así como los montos y el tiempo en que fueron realizados dichas operaciones;

6. En respuesta a esta segunda solicitud, Scotiabank, con escrito del 12 de marzo de 2010, informó que el Partícipe registraba una cuenta individual en Scotia Fondo Premium US$, por lo que todas sus operaciones se efectuaron únicamente a título personal. Adicionalmente, adjuntaron al escrito, copia del escrito del 20 de noviembre de 2009 donde se informó el detalle de la inversión;

7. Asimismo, en tanto el Juzgado consideró que no se habría dado estricto cumplimiento a su requerimiento, mediante oficio del 03 de mayo de 2010, el Juzgado reiteró a Scotiabank a que cumpla con informar respecto del “Fondo Mutuo de Inversión Wiese Renta Premium que tenían aperturado mancomunadamente el demandante (…) con la demandada (…) y que permita acreditar cual de los dos titulares de la cuenta fue quién realizó los retiros que aparecen consignados en el rubro cargos de los Estados de Cuenta o autorizó pagos a terceros mediante transferencias bancarias o mediante la emisión de cheques, así como los montos y el tiempo en que fueron realizados dichas operaciones (…)” [sic];
8. De la revisión de la documentación adjunta a la solicitud señalada precedentemente, se observa que el último requerimiento de información efectuado por el Juzgado a Scotiabank, se incluyó copia del “Contrato de Administración de Fondo”, celebrado el 07 de abril de 1997 entre Wiese Sociedad Administradora de Fondos Mutuos de Inversión de Valores S.A., hoy Scotia Fondos, y el Partícipe junto con la señora Dasso, para la administración de los aportes del partícipe en el “Fondo Mutuo Wiese Renta Premium”, así como copia de algunos estados de cuenta del año 1998, referidas a esta cuenta mancomunada, los cuales evidencian que existió una cuenta mancomunada del Partícipe y la señora Dasso en dicho fondo mutuo;

9. De otro lado se debe precisar que, de acuerdo con la información que obra en el expediente, el tercer requerimiento de información efectuado por el Juzgado, no fue atendido por Scotiabank;
10. Como resultado de la evaluación realizada y al amparo de lo dispuesto por la Ley del Procedimiento Administrativo General, Ley N° 27444 y sus normas modificatorias (en adelante, Lpag), mediante Oficio N° 915-2013-SMV/10.3 notificado el 04 de marzo de 2013, se imputaron cargos a Scotiabank, en su calidad de Custodio de los fondos mutuos administrados por Scotia Fondos, por no haber cumplido con lo establecido en el artículo 3, literal c) del Reglamento de Fondos Mutuos de Inversión en Valores y sus Sociedades Administradoras, aprobado por Resolución CONASEV N° 026-2000-EF/94.10 (en adelante, Reglamento), vigente a la comisión de los hechos;

11. El referido incumplimiento se encuentra tipificado en el Anexo I, numeral 1, inciso 1.3, del Reglamento de Sanciones, aprobado mediante Resolución CONASEV Nº 055-2001-EF/94.10 y sus normas modificatorias (en adelante, Reglamento de Sanciones), que prescribe como infracción de naturaleza muy grave: “Transgredir el deber de reserva de identidad”;

12. El 25 de marzo de 2013, Scotiabank presentó los descargos respectivos;

13. Los cargos formulados, así como los descargos presentados por Scotiabank han sido materia de evaluación en el Informe Nº 451-2013-SMV/10.3 del 30 de abril de 2013, el cual ha sido sometido a conocimiento de esta Superintendencia Adjunta;
14. En observancia del Principio del Debido Procedimiento contemplado tanto en el Artículo IV, inciso 1, numeral 1.2, del Título Preliminar y en el artículo 230°, inciso 2, de la Lpag, mediante Oficio N° 1884-2013-SMV/10 notificado el 30 de abril de 2013, se puso a disposición de Scotiabank el expediente administrativo a que se contrae la presente resolución para su revisión;
II. Cuestiones a determinar

15. En el presente procedimiento administrativo, a criterio de esta Superintendencia Adjunta, corresponde determinar lo siguiente:

a) Si Scotiabank incurrió o no en infracción a lo dispuesto por el artículo 3, literal c) del Reglamento, al revelar información del Partícipe protegida por el deber de reserva de identidad.

b) Si corresponde o no imponer un sanción a Scotiabank; 
III. Análisis

1.1. Normativa aplicable

16. El artículo 45 de la Ley del Mercado de Valores (LMV) establece que los directores, funcionarios y trabajadores de los agentes de intermediación, sociedades administradoras de fondos mutuos de inversión en valores y fondos de inversión, clasificadoras, emisores, entre otros, se encuentran prohibidos de suministrar cualquier información sobre los compradores o vendedores de los valores transados en bolsa o en mecanismos centralizados, a menos que se cuente con autorización escrita de esas personas, medie solicitud de la SMV o concurran las excepciones a que se refieren los artículos 32 y 47 de la LMV. Asimismo, dispone que dicha prohibición se hace extensiva a la información relativa a compradores y vendedores de valores negociados fuera de mecanismos centralizados, así como a la referente a los suscriptores o adquirentes de valores colocados mediante oferta pública primaria o secundaria;
17. En concordancia con lo dispuesto por la LMV, el artículo 3, literal c) del Reglamento, establece que las sociedades administradoras, así como toda persona que directa o indirectamente esté relacionada a ella, deben observar las normas de conducta, entre las que se encuentra la de mantener absoluta reserva de la información privilegiada a la que se tuviese acceso y de aquella información relativa a los partícipes; así como abstenerse de utilizarla en beneficio propio o de terceros;
18. De otro lado, el artículo 132 del Reglamento, señala que los custodios en su actuación como tales, están sujetos a la supervisión de la SMV y se sujetan a lo dispuesto en el Reglamento;
19. La inobservancia de la obligación descrita precedentemente, se sanciona de conformidad con lo previsto por el Anexo I, numeral 1, inciso 1.3, del Reglamento de Sanciones, que describe, como infracción de naturaleza muy grave: “Transgredir el deber de reserva de identidad”;
3.2 Cargos
20. Mediante Oficio N° 915-2013-SMV/10.3 notificado el 04 de marzo de 2013, se formularon cargos a Scotiabank por haber proporcionado información relativa a Partícipe, protegida por el deber de reserva de identidad;
21. El cargo imputado se sustenta, como se ha señalado en los considerandos 2 al 9, en que con Oficio del 19 de agosto de 2009, el Juzgado requirió a Scotiabank  que cumpla con informar respecto de la cuenta que el Partícipe tenía mancomunadamente con la señora Dasso en el Fondo Mutuo de Inversión Wiese Renta Premium (hoy Scotia Fondo Premiun $ FMIV) (en adelante, Fondo Mutuo Premium);

22. Asimismo, mediante Oficios del 11 de diciembre de 2009 y del 03 de mayo de 2010, el Juzgado reiteró el requerimiento realizado mediante el oficio mencionado en el párrafo anterior, y precisó que la información requerida es aquella que permita acreditar cuál de los dos titulares realizó retiros de esta cuenta, o que autorizó pagos a terceros, así como los montos  y fechas en las cuales se realizaron dichas operaciones, con lo cual el pedido realizado por el Juez se encontraba en estricta aplicación del literal a) del artículo 47 de la LMV, que regula las excepciones al deber de reserva;

23. Sin embargo, mediante escritos del 20 de noviembre de 2009 y del 12 de marzo de 2010, Scotiabank remitió al Juzgado la información correspondiente a la cuenta individual que el Partícipe mantiene en el fondo mutuo de inversión en valores denominado Scotia Fondo Premium $ FMIV, adjuntando el Estado de Cuenta Corriente del Partícipe que contiene los movimientos y saldos del mismo, cuando la información solicitada por el Juzgado, fue la referida a la cuenta mancomunada que el Partícipe y la señora Dasso suscribieron en el Fondo Mutuo Premium, el 07 de abril de 1997, conforme se observó del Contrato de Administración de Fondo
 que se adjuntó a la denuncia presentada por el Partícipe;

24. En ese sentido se evidenció que Scotiabank remitió al Juzgado la información relativa al Partícipe, respecto de la cual tenía la obligación de mantener en reserva en su calidad de Custodio de los fondos mutuos que administra Scotia Fondos y en consecuencia habría inobservado lo establecido en el artículo 3, literal c) del Reglamento.
3.3 Descargos del Administrado
25. Scotiabank manifiesta principalmente, que al recibir el requerimiento del Juzgado, directamente como banco, procedieron a dar respuesta de acuerdo con la información obtenida y a los alcances de sus funciones, al amparo de lo dispuesto en el artículo 139 de la Constitución Política del Perú y el artículo 4 de la Ley Orgánica de Poder Judicial, por lo que, según manifiesta, no han actuado dolosamente o con intención de violar alguna norma que regula el mercado de valores;

26. De otro lado, señala que el Juzgado le requirió información sobre la participación mancomunada entre el Partícipe y la señora Dasso respecto al Fondo Mutuo Premium, pero que, al atender el requerimiento proporcionaron información sobre la participación en el referido fondo del partícipe a título individual;

27. No obstante lo mencionado en el párrafo anterior, alegan que dicha información no ha sido proporcionada a solicitud de un tercero, sino lo que se hizo fue atender un requerimiento judicial entregándose la información a un magistrado competente, ello dentro de un proceso judicial en el que el Partícipe interviene como demandante y en donde la otra parte es la señora Dasso, quien en su calidad de cónyuge, tenía derecho a la información, en la medida que tratándose de bienes adquiridos dentro del matrimonio, se presumen que son bienes sociales, por lo que dado lo expuesto, la información habría sido revelada a quienes tienen derecho a la misma, por lo que no podría ser considerada como una violación al Deber de Reserva de Identidad; 
28. Adicionalmente, Scotiabank argumenta que, dado que el artículo 47, literal a) de la LMV, señala que el deber no opera cuando medien pedidos formulados por los jueces, tribunales y fiscales en el ejercicio regular de sus funciones y con específica referencia  a un proceso o investigación, en el que sea parte la persona a la que se contrae la solicitud, la información fue proporcionada al Juzgado y en el marco de un proceso en el que el partícipe es parte demandante, por tanto, señalan, “(…) no obstante el alcance que tuvo nuestra respuesta al Juzgado, no se ha infringido el deber de reserva (…) por lo que, al no haber una conducta antijurídica, no correspondería ser sancionados”;

29. Por otro lado, con relación  a lo establecido en el artículo 3, literal c) del Reglamento, Scotiabank manifiesta que procedió a dar cumplimiento a un mandato judicial y que en ningún caso ha hecho uso de dicha información en beneficio propio o de terceros y que tampoco puede considerarse que se ha revelado información privilegiada a terceros distintos de aquellos a quienes la norma confirme el derecho a dicha información;
30. Finalmente, solicita que se declare el archivo del presente procedimiento en atención a la falta de tipicidad de su actuación o en el caso de que la Superintendencia Adjunta considere que se ha incurrido en una infracción a la normativa, se aplique los criterios de sanción previstos en el artículo 348 de la LMV y en el artículo 230 de la Lpag, los cuales desarrolla en su escrito, a fin de que la sanción sea proporcional a lo que realmente ha sucedido en el presente caso;

3.4 Evaluación de los Descargos del Administrado
31. Con relación a los descargos de Scotiabank, cabe señalar que el artículo 4 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en concordancia con lo establecido en la Constitución Política del Perú, establece que toda persona natural o jurídica, está obligada a acatar y dar cumplimiento a las decisiones judiciales, en sus propios términos, sin poder calificar su contenido o sus fundamentos, restringir sus efectos o interpretar sus alcances, bajo responsabilidad penal, civil o administrativa que la ley señala, lo cual a su vez debe ser aplicado en correspondencia con las demás normas dentro del ordenamiento jurídico;
32. En virtud a lo señalado, se debe tener en cuenta que la LMV en su artículo 45°, ha regulado lo que se denomina el principio del deber de reserva de identidad, el cual implica mantener la privacidad de cualquier información que permita identificar al inversionista y a la operación o transacción en la que éste hubiere participado, o que hubiere ordenado, en las transacciones que se realicen en los mecanismos centralizados de negociación o fuera de éstos, así como la información referida a los suscriptores o adquirentes de valores colocados mediante oferta pública primaria, que incluye a los partícipes de los fondos mutuos de inversión en valores, de tal manera que no trascienda la información protegida por el deber de reserva;

33. Siendo así, conforme a lo establecido en el artículo 45 de la LMV, la información materia de análisis, es aquella protegida por el deber de reserva;

34. En tal sentido, todas las personas naturales o jurídicas señaladas en la LMV están impedidas de suministrar la información que dicha norma tutela a menos que concurran las excepciones señaladas en los artículos 32° y 47° de la LMV. De esta manera, el referido artículo 47° establece que el deber de reserva no opera, entre otros, cuando medien pedidos formulados por los jueces, tribunales y fiscales en el ejercicio regular de sus funciones y con específica referencia a un proceso o investigación determinado, en el que sea parte la persona la que se contrae la solicitud;
35. Conforme a lo señalado en los considerandos anteriores, mediante oficio del 19 de agosto de 2009, el Juzgado requirió a Scotiabank que cumpla con informar respecto de la cuenta que el Partícipe tenía mancomunadamente con la señora Dasso en el Fondo Mutuo Premium y adicionalmente, mediante Oficios del 11 de diciembre de 2009 y del 03 de mayo de 2010, el Juzgado reitera el requerimiento precisando que la información requerida es aquella que permita acreditar cuál de los dos titulares de la cuenta realizó retiros de la misma, o que autorizó pagos a terceros, así como los montos y fechas en las cuales se realizaron dichas operaciones;
36. En ese sentido, si bien la solicitud de información provenía de un juez en el ejercicio regular de sus funciones, con referencia a un determinado proceso y en el que el partícipe es parte, el requerimiento estaba dirigido específicamente a una investigación determinada, a un pedido concreto y claro, esto es, a acreditar cuál de los dos titulares de la cuenta que el Partícipe tenía mancomunadamente con la señora Dasso en el Fondo Mutuo Premium había realizado retiros de la misma, con lo que el requerimiento de información realizado por el Juzgado se encontraba en estricta aplicación de la excepción establecida en el literal a) del artículo 47° de la LMV; 
37. Cabe señalar que el pedido de información fue claramente entendido por Scotiabank, al señalar en sus descargos que “Corresponde reconocer asimismo que el 6°Juzgado de Familia de Lima nos requirió sobre la participación mancomunada entre el señor Abramovich y su cónyuge la señora María Elisa Dasso Deza respecto al Fondo Mutuo. Sin embargo, al atender el requerimiento proporcionamos información sobre la participación en el referido fondo del señor Abramovich a título individual”;
38. En consecuencia, Scotiabank en su calidad emisor de valores y de custodio de los fondos mutuos que administra Scotia Fondos, solo podía dar cumplimiento al requerimiento de información de un juez observando estrictamente lo dispuesto en el literal a) del artículo 47 de la LMV. Es decir, brindar únicamente la información específicamente solicitada por el Juzgado;
39. Adicionalmente, si bien Scotiabank señala que dado lo dispuesto en el artículo 4 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, cumplió con remitir dicha información al Juzgado, se debe señalar que dicha norma también establece que se debe dar cumplimiento a las decisiones judiciales en sus propios términos sin lugar a interpretar sus alcances. Por tanto, Scotiabank debió cumplir con el requerimiento del Juzgado de acuerdo con lo específicamente solicitado, no solo de acuerdo con lo establecido en la LMV, sino también de acuerdo con lo dispuesto en el referido artículo 4 de la Ley Orgánica del Poder Judicial;
40. De otro lado, Scotiabank sostiene que la información fue proporcionada dentro de un proceso judicial, conforme a la excepción establecida en el literal a) del artículo 47 de la LMV, en el que las partes involucradas son el Partícipe y su cónyuge, la señora Dasso, quien en calidad de cónyuge también tenía derecho a la información sobre el Fondo Mutuo Premium, puesto que se trata de bienes adquiridos dentro del matrimonio, en ese sentido, señalan que dicha información habría sido revelada a quienes tienen derecho a la misma, por lo que no podría ser considerada como una violación al Deber de Reserva de Identidad regulada en el artículo 45° de la LMV y por lo tanto al no haber una conducta antijurídica no tendrían por qué ser sancionados;

41. Respecto a lo alegado por Scotiabank en el considerando anterior, se debe manifestar que el artículo 45° de la LMV, establece una prohibición, que tiene por finalidad cautelar la información relativa a los inversionistas que intervienen o participan en el mercado de valores, lo cual alcanza, a la información referida a los suscriptores o adquirentes de valores colocados mediante oferta pública primaria, a los que incluye a los suscriptores de cuotas de fondos mutuos, en ese sentido, está orientado a proteger a dichos participantes en el mercado de valores, a que la información respecto de ellos, sea transmitida solo en los casos establecidos como excepciones en el artículo 47 de la LMV y de acuerdo con los parámetros establecidos en los mismos;
42. Teniendo en cuenta que se trata de un principio que solo se puede dejar de observar cuando se presenten dichas excepciones, y en tanto éstas normas restringen derechos, sobre la base de lo dispuesto en el Artículo IV del Título Preliminar del Código Civil
, deben ser interpretadas de manera restrictiva a lo establecido en las mismas, es decir, una aplicación estricta de las normas que los restringen, por lo que no corresponde discutir si la señora Dasso tenía o no derecho a dicha información en su calidad de cónyuge, más aún cuando no corresponde a una materia de mercado de valores sino a disposiciones reguladas por el derecho de familia, por lo que no correspondía a Scotiabank obtener conclusiones sobre la relación privada del partícipe y con ello brindar información no requerida por el Juzgado;
43. En tal sentido, si bien una de las excepciones corresponde a los requerimientos realizados por los jueces, como se ha señalado ya en párrafos anteriores, éstos requerimientos están relacionados a una investigación determinada, como corresponde al presente caso, por lo que en concordancia con lo señalado en el párrafo anterior Scotiabank no podía ir más allá de lo pedido por el Juzgado;
44. En consecuencia, queda evidenciado, que Scotiabank no observó las disposiciones que regulan el deber de reserva, por lo que su actuación fue contraria a la norma jurídica y por tanto sí ha incurrido en una conducta antijurídica; 

45. Por otro lado, Scotiabank argumenta que habría procedido a dar cumplimiento a un mandato judicial y que no habrían hecho uso de la información, materia del presente procedimiento, en beneficio propio o de terceros o que se haya revelado información privilegiada a terceros distintos de aquellos a quienes la norma confiere el derecho a dicha información;

46. Al respecto, se debe precisar que en el presente procedimiento no se ha comprobado que la información haya sido utilizada en beneficio propio o de terceros, pero sí del incumplimiento de una obligación establecida en la norma, que Scotiabank en su calidad de emisor o custodio debía acatar;
47. No obstante lo señalado, cabe señalar que de acuerdo a la Resolución CONASEV Nº 074-2010-EF-94.01.1, que interpreta los alcances del artículo 45° de la LMV, la finalidad del deber de reserva de identidad es la protección del mercado y de los inversionistas, y generar confianza de las personas que acuden a este mercado para realizar sus inversiones. Asimismo, se señala que el deber de reserva implica mantener la privacidad o secreto de cualquier información que permita identificar al inversionista, sea persona natural, jurídica o patrimonio autónomo, y a la operación o transacción en la que éste hubiere participado, o que hubiere ordenado;
48. Por su parte, la resolución mencionada precisa que la reserva de identidad constituye una garantía que el legislador ha concebido a favor de los inversionistas en general, cuyo propósito es garantizar la reserva de las transacciones realizadas por los diferentes participantes en el mercado de valores. Así se indica que el deber de reserva constituye un mecanismo de protección para las personas naturales o jurídicas que decidan participar en el mercado quienes cuentan con la protección de la norma antes, durante y después de su participación en el mercado de valores;

49.      Asimismo, tal como se señala en la Resolución CONASEV Nº 074-2010-EF-94.01.1, no debe obviarse el hecho de que la información confiada por un inversionista a un intermediario, sociedad administradora de fondos mutuos de inversión en valores y de fondos de inversión, emisor, entre otros, ha sido entregada basada en la buena fe y dentro de un contexto particular, lo cual hace que su carácter sea estrictamente privado y susceptible de protección por la garantía de la reserva de la LMV; 
50. Con relación los a los criterios de sanción que solicita se apliquen al presente procedimiento, se debe manifestar que estos serán analizados al evaluar la sanción a imponer;
51. De acuerdo con lo expuesto, ha quedado acreditado que Scotiabank ha incumplido con lo dispuesto por el artículo 45° de la LMV y el artículo 3, literal c) del Reglamento, por lo que ha incurrido en la comisión de una (01) infracción de naturaleza muy grave, tipificado en el Anexo I, numeral 1, inciso 1.3 del Reglamento de Sanciones; 
IV. Evaluación de la sanción

52. De lo expuesto precedentemente, se ha determinado que Scotiabank incurrió en la infracción tipificada en el Anexo I, numeral 1, inciso 1.3 del Reglamento de Sanciones, que describe como infracción de naturaleza muy grave: “Transgredir el deber de reserva de identidad”;
53. Con respecto a los criterios a tener en cuenta para imponer la sanción, debemos señalar que el artículo 6 del Reglamento de Sanciones establece que las sanciones administrativas que se impongan deberán tener en cuenta los criterios establecidos en el artículo 348º de la LMV y el numeral 3° del artículo 230º de la LPAG, así como la declaración voluntaria de la comisión de la infracción, la contribución del infractor para su esclarecimiento y los atenuantes de responsabilidad establecidos en el artículo 236°-A de la LPAG;

54. Dentro de este marco, la evaluación de la sanción debe considerar: a) Antecedentes de los infractores; b) La gravedad del daño al interés público y/o bien jurídico protegido, comprendido dentro del criterio de la LMV referido a la repercusión en el mercado y del perjuicio causado; c) EI perjuicio económico causado; d) La repetición y/o continuidad en la comisión de la infracción; e) Las circunstancias de la comisión de la infracción; f) EI beneficio ilegalmente obtenido; g) La existencia o no de intencionalidad en la conducta del infractor; h) La declaración voluntaria de la comisión de la infracción y la contribución del infractor para su esclarecimiento; i) La subsanación voluntaria del acto u omisión constitutivo de infracción con anterioridad a la notificación de los cargos correspondientes; y j) El error inducido por la administración por un acto o disposición administrativa, confusa o ilegal;

55. Con relación a los antecedentes del infractor, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 17 del Reglamento de Sanciones, vigente al momento de la comisión de la infracción, constituyen antecedentes las sanciones impuestas y que hayan quedado firmes durante los tres (03) años anteriores a la fecha en la que se detectó la infracción;
56. Al respecto, se ha verificado que mediante Resolución Tribunal Administrativo CONASEV N° 114-2011-EF/94 del 28 de junio de 2011 se sancionó a Scotiabank por haber incurrido en infracción de naturaleza leve tipificada en el Anexo I, numeral 3, inciso 3.1 del Reglamento de Sanciones, confirmada por la Resolución de Superintendente N° 02-2013-SMV/02 del 05 de febrero de 2013;
57. De otro lado, según el artículo 17 del Reglamento de Sanciones, vigente, modificado mediante la Resolución SMV Nº 006-2012-SMV.10.1, constituyen antecedentes las sanciones firmes impuestas dentro de los cuatro (04) años anteriores a la comisión de la infracción;
58. De la revisión efectuada en dicho período, mediante Resolución Tribunal Administrativo N° 107-2006-EF/94.12 del 29 de setiembre de 2006, N° 165-2008-EF/94.01.3 del 06 de junio de 2008 y N° 164-2009-EF/94.01.3 del 14 de julio de 2009, se sancionó a Scotiabank por haber incurrido en infracciones de naturaleza grave tipificadas en el Anexo VII, literal B), numerales 2.4, 2.5, 2.6 y 2.8, por infracción de naturaleza leve tipificada en el Anexo I, numeral, 3, inciso 3.1  así como por  haber incurrido en una infracción de naturaleza muy grave tipificada en el Anexo III, literal b), numeral 1.1 del Reglamento de Sanciones, respectivamente;
59. Teniendo en cuenta que de la evaluación realizada, se observa que en ambos periodos Scotiabank registra antecedentes de sanción, no resulta aplicable realizar un análisis sobre la base del numeral 5 del artículo 230° de la Lpag, por lo que se considera que Scotiabank registra antecedentes de sanción de acuerdo con lo establecido en el artículo 17 del Reglamento de Sanciones, vigente al momento de la comisión de los hechos;

60. Respecto a la gravedad del daño al interés público y/o bien jurídico protegido, que incluye el perjuicio causado y la repercusión en el mercado, no se ha podido acreditar que la actuación de Scotiabank haya causado daño al interés público, sin embargo, hay una afectación a un bien jurídico protegido, consistente en la protección del inversionista, puesto que los inversionistas adquieren valores en el mercado de valores con la confianza de que la información relativa a estos y respecto de sus operaciones será protegida de acuerdo con lo dispuesto en la LMV, de tal manera que no trascienda dicha información, protegida por el deber de reserva;

61. Asimismo se ha afectado el bien jurídico referido a la transparencia e integridad del mercado, ya que la reserva de la identidad busca contribuir a una correcta formación de precios al evitar que los terceros sepan quienes son los compradores y/o vendedores de los valores; así las decisiones de inversión deben basarse en los fundamentos propios que corresponden a cada emisor independientemente quienes sean los inversionistas involucrados en las transacciones, 
62. Con relación al perjuicio económico causado, si bien se ha evidenciado que Scotiabank reveló información protegida por el deber de reserva, no se ha acreditado que la infracción en la que ha incurrido Scotiabank haya causado un perjuicio económico concreto a los participantes del mercado;
63. Respecto a la repetición y/o continuidad en la comisión de la infracción a las infracciones  materia de la presente resolución, de conformidad con lo determinado en el numeral 7 del artículo 230 de la LPAG no se observa que en el presente caso se presenten los supuestos que podrían configurar una repetición y/o continuidad de las infracciones materia del presente procedimiento administrativo sancionador; 

64. En cuanto a las circunstancias de la comisión de la infracción, debe mencionarse que Scotiabank en su condición de emisor de valores y custodio, conoce de las normas que regula el mercado de valores  y de su obligatorio cumplimiento, que incluye el cumplimiento del deber de reserva de identidad, así como de la precisión de sus excepciones. Por lo que, si bien la remisión de la información del Partícipe se debió a un requerimiento judicial, este fue atendido incumpliendo lo establecido en las mencionadas excepciones de la LMV;

65. Respecto del beneficio ilegalmente obtenido, no se ha acreditado en el presente procedimiento que Scotiabank haya obtenido algún beneficio al incurrir en la infracción imputada;

66. Con relación a existencia o no de intencionalidad en la conducta del infractor, se debe precisar que no se ha evidenciado intencionalidad en la conducta incurrida por Scotiabank;
67. Asimismo, en cuanto a la declaración voluntaria de la comisión de las infracciones y la contribución de los infractores para su esclarecimiento, Scotiabank, a pesar de las evidencias, no ha reconocido la comisión de la infracción materia del presente procedimiento; 

68. Adicionalmente, con relación a la evaluación de las atenuantes de responsabilidad establecidos en el artículo 236-A de la Lpag, es precisar señalar que considerando la naturaleza de la infracción no cabe subsanación por parte del infractor. Asimismo, en el presente caso no se ha evidenciado que la conducta infractora por parte de Scotiabank se haya generado por un error inducido por la administración por un acto o disposición administrativa, confusa e ilegal;
69. En consecuencia, teniendo en cuenta los criterios de sanción analizados, y en aplicación del principio de razonabilidad contemplado en el numeral 3 del artículo 230 de la Lpag que señala que las sanciones a ser aplicadas deberán ser proporcionales al incumplimiento calificado como infracción, así como de lo dispuesto en el tercer párrafo del artículo 6 del Reglamento de Sanciones, corresponde imponer a Scotiabank una sanción aplicable a las infracciones leves de acuerdo con el artículo 22 del Reglamento de Sanciones;

Estando a lo dispuesto en el artículo 32, numeral 16, del Reglamento de Organización y Funciones de la SMV, aprobado por Decreto Supremo Nº 216-2011-EF.
RESUELVE:
Artículo 1º.- Declarar que Scotiabank Perú S.A.A. ha incurrido en una infracción de naturaleza muy grave tipificada en el Anexo I, numeral 1, inciso 1.3, del Reglamento de Sanciones, aprobado mediante Resolución CONASEV Nº 055-2001-EF/94.10 y sus normas modificatorias, al revelar información correspondiente al señor Jaysuño Abramovich Schtwartzberg, partícipe del Fondo Mutuo denominado Scotia Fondo Premium US$ (antes denominado Fondo Mutuo de Inversión Wiese Renta Premium), protegida por el deber de reserva de identidad.
Artículo 2º.- Sancionar a Scotiabank Perú S.A.A. con una multa de quince (15) UIT ascendente a S/. 54 000,00 (Cincuenta y Cuatro  Mil y 00/100 Nuevos Soles) por la comisión de la infracción mencionada en el artículo precedente. 

Artículo 3º.- La presente resolución no agota la vía administrativa, salvo que sea consentida, pudiendo ser impugnada ante la Superintendencia Adjunta de Supervisión Prudencial mediante la interposición del recurso de reconsideración o apelación, dentro del plazo de quince (15) días hábiles contados a partir del día siguiente de su notificación.

Artículo 4º.- En el caso que la presente resolución no sea objeto de impugnación mediante recurso de reconsideración o apelación en el plazo de quince (15) días hábiles de notificada y quede consentida, deberá ser publicada en el Portal de la Superintendencia del Mercado de Valores, en observancia de lo dispuesto por el artículo 3º, numeral 1, de las Normas relativas a la publicación y difusión de las resoluciones emitidas por los órganos decisorios de la SMV, aprobadas por Resolución CONASEV Nº 073-2004-EF/94.10. y por lo dispuesto en el artículo 10°A del Reglamento de Sanciones.
Artículo 5º.- Transcribir la presente resolución a Scotiabank Perú S.A.A.
Regístrese, comuníquese y publíquese.
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Signed by: GUTIERREZ OCHOA Omar Dario (FAU20121018358)




Omar Gutiérrez Ochoa

Superintendente Adjunto

Superintendencia Adjunta de Supervisión Prudencial

� Contrato entre el Partícipe y Wiese Sociedad Administradora de Fondos Mutuos de Inversión


� Artículo IV.- Aplicación analógica de la Ley


La ley que establece excepciones o restringe derechos no se aplica por analogía
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